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México D. F., 19 de mayo de 2006.

Mensaje del Secretario de Seguridad Pública, Eduardo Medina Mora Icaza, como invitado especial de la reunión de la Conferencia Nacional de Gobernadores.
Distinguidos gobernadores integrantes del la CONAGO,
Licenciando Carlos Abascal Carranza, Secretario de Gobernación,
Señores empresarios invitados a este foro, 
Muchísimas gracias señores gobernadores por la invitación a este importante foro; de verdad celebro la oportunidad y el privilegio de estar hoy con ustedes, para intercambiar opiniones sobre la seguridad pública, que es un tema de vital importancia para toda la sociedad. 

Me congratulo especialmente toda vez que en este foro se encuentran la mayoría de los miembros del Consejo Nacional de Seguridad Pública, nuestra máxima instancia nacional para definir políticas públicas en esta materia, lo cual nos abre un espacio para reflexionar, de manera conjunta, sobre este tema en el cual la federación y los estados de la república estamos obligados a una permanente coordinación y trabajo en común.

La responsabilidad compartida en materia de seguridad pública constituye una tarea de Estado que requiere una visión de largo aliento. 
Para la Secretaría a mi cargo este mandato constitucional se traduce en la responsabilidad de aportar el apoyo y la ayuda pertinentes, que permitan fortalecer a las instituciones responsables de la seguridad pública, y el trabajo que éstas realizan.
Desde luego, como todos sabemos, hay rezagos y problemas cuya gravedad no podemos ni debemos desestimar, pero también activos, avances y resultados de la mayor importancia en el esfuerzo que todos estamos desarrollando para lograr mejores resultados en este cometido esencial.   

Creo firmemente que uno de los logros más relevantes se encuentra precisamente en el nivel de comunicación y de cooperación entre los 3 Poderes y los 3 niveles de Gobierno para construir, con la parte que corresponde a cada uno, una estrategia genuinamente nacional e integral de seguridad pública, que representa la única ruta viable para dar resultados cada vez más eficaces en la materia.

Este espíritu de corresponsabilidad se expresa en el Sistema Nacional de Seguridad Pública, que es una institución que está cumpliendo diez años de existencia y ha probado que está únicamente regida por el compromiso compartido de responder a la exigencia social de mayor seguridad, al margen de cualquier circunstancia política o administrativa que pudiera acotar o segmentar un esfuerzo que necesariamente debe ser de todos.

Juntos, el Gobierno Federal y los Gobiernos de las entidades federativas, con el apoyo permanente del Congreso de la Unión, hemos logrado crear una gran red de intercambio y coordinación que abarca prácticamente todos los ámbitos necesarios para modernizar nuestros aparatos de seguridad pública y  procuración de justicia: la asignación de recursos crecientes, la profesionalización del personal, la infraestructura y el equipamiento, las telecomunicaciones, la integración y explotación de grandes bases de datos y la planeación y evaluación permanentes de los procesos, a través de mecanismos colegiados y con intensa colaboración ciudadana.

Con estos valiosos antecedentes, la más reciente sesión del Consejo Nacional de Seguridad Pública, que llevamos a cabo el pasado día 30 de enero con la muy distinguida presencia y participación de los Señores Gobernadores de los Estados y del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, fue un nuevo paso para revisar lo realizado y para afinar el rumbo, perseverando en lo que está dando resultados y, desde luego, para corregir lo que amerita fortalecerse.

A partir de los acuerdos tomados entonces, la Secretaría de Seguridad Pública, a través del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional, ha adoptado de inmediato todas las medidas necesarias para cumplir el mandato que recibimos del Consejo, con un ánimo de infundir nueva energía a los programas correspondientes y de aportar más respaldo a las tareas que el Gobierno Federal y los de las entidades federativas tienen bajo su responsabilidad.

Así, en primer lugar, priorizamos y agilizamos los procesos de comunicación y gestión relacionados con la firma de los Convenios y los Anexos Técnicos, para que las entidades puedan disponer con rapidez de los fondos autorizados por la Cámara de Diputados para la seguridad pública en el Presupuesto 2006.  
Hoy, todos los Convenios se han firmado y tenemos el compromiso de concluir la integración de los Anexos Técnicos a más tardar en el próximo mes de junio.

Igualmente, en materia de profesionalización, de equipamiento, de infraestructura y de intercambio de información se están haciendo los ajustes internos y las nuevas propuestas para dar cabal cumplimiento a lo acordado por el Consejo Nacional, con acciones concretas que se reflejan ya en el mejoramiento de los indicadores respectivos. 

Destaco dos aspectos: Por un lado, la celebración de una reunión con la participación de los responsables en todas las entidades federativas de nuestra red nacional de servicios de información en los C´4, en la que se establecieron compromisos y modelos técnicos precisos para aumentar la calidad de los registros y bases de datos, pero sobre todo para auspiciar y facilitar su explotación como herramientas fundamentales para la planeación y gestión de la seguridad pública en los ámbitos municipal, local y federal. 

Por otra parte, destaco también la integración y presentación ante las autoridades estatales y del Distrito Federal de modelos y propuestas concretos para ampliar las alternativas de financiamiento a proyectos relacionados con la seguridad pública y la procuración y administración de justicia, por la vía del Pago por la Prestación de Servicios, los Contratos de Servicios Integrales y el Arrendamiento Financiero, tal como lo acordó el Consejo Nacional.

Estamos entregando a ustedes una carpeta en la que se contiene el detalle de las acciones realizadas desde la celebración de la Vigésima Sesión del Consejo Nacional de Seguridad Pública para dar cumplimiento a los compromisos establecidos, así como la información precisa sobre la situación que guarda cada uno de los temas relevantes en la entidad federativa correspondiente.

Hay, sin embargo, algunos temas que ameritan un énfasis especial y en los que consideramos que se requiere de todo el compromiso y la visión de los Gobernadores de los Estados y del Jefe de Gobierno del Distrito Federal para avanzar con mayores resultados:

Por ejemplo, es necesario ajustar y fortalecer los mecanismos que permitan restaurar y dar mayor vigencia al espíritu original del Sistema Nacional de Seguridad Pública, como un mecanismo auténtico y eficaz de colaboración y cooperación entre los 3 niveles de Gobierno para sincronizar infraestructura, métodos y niveles de calificación de los aparatos de prevención y persecución del delito, enfocándonos a la posibilidad de establecer y cumplir objetivos y programas comunes, con criterios de medición muy precisos que eviten márgenes de discrecionalidad que afecten la integridad del Sistema y el carácter nacional de las políticas en la materia.

El Sistema, en otras palabras, no puede ser sólo un mecanismo para distribuir recursos federales a las entidades y los municipios, sino cada vez más un genuino esquema de coordinación y consenso para garantizar que esos recursos se apliquen en una perspectiva de conjunto.

Es necesario también que todos los integrantes del Sistema Nacional hagamos un esfuerzo mayor para asegurar la calidad, la integridad y la oportunidad de la información con que deben contar las instituciones de seguridad pública y procuración de justicia del país.

  
Con objetividad podemos decir que sin buena información no podremos tener buenas instituciones y programas de combate al delito, pero con la misma objetividad podemos señalar que no todas las entidades federativas están aportando su parte en ello.

Nosotros estamos haciendo ya todo el esfuerzo necesario para cumplir con lo que corresponde al Gobierno Federal y quisiera hacer una muy cordial y respetuosa invitación a los Ejecutivos de todas las entidades federativas, a instruir a los funcionarios responsables para que se dé la mayor prioridad al mejoramiento de la red y los servicios de información del Sistema Nacional.

Un tema que en esta materia es particularmente significativo y relevante es el relativo al nuevo Registro Público Vehicular: a pesar de la evidente y especial importancia que tiene contar con él para sustentar muchos de los programas de seguridad pública, no hemos podido todavía integrarlo con la confiabilidad y cobertura que debe tener, por la poca atención que se le está brindando a este Eje fundamental dentro de  los programas de seguridad pública en las entidades federativas, que en general destinan recursos cada vez menores para la integración e intercambio de información vehicular.

Nuestro propósito es publicar el Reglamento del Registro Público Vehicular en el mes de agosto y, con ello, emprender, en estrecha coordinación con las autoridades estatales y del Distrito Federal, las tareas de expedición de constancias de propiedad vehicular y de consulta ciudadana a que nos obliga la Ley.


La propia sociedad exigirá, tanto a las autoridades federales como a las locales, niveles de calidad y cobertura muy altos en el Registro Vehicular, por lo que debemos prepararnos en forma coordinada para este escenario.

Por ello, yo quisiera invitarlos a instruir a las áreas competentes de cada Gobierno a enfocar de inmediato mayor atención y recursos a este tema, en el que seguramente tendremos la oportunidad no sólo de fortalecer la infraestructura institucional para la seguridad pública, sino de dar respuesta puntual a una demanda ciudadana muy señalada.

Hemos dado también la más alta prioridad a consensuar con los Gobiernos de los Estados y del Distrito Federal las políticas, los mecanismos y los programas institucionales relacionados con el combate al narcomenudeo, para lo que se ha reservado, en cumplimiento del acuerdo del Consejo Nacional, el 20% de los recursos totales del Fondo de Seguridad Pública.  
Hay muchos temas todavía por afinar, pero también estamos estableciendo ya compromisos y acciones precisos, entendiendo que lo importante es dar con firmeza y consistencia los primeros pasos en esta estrategia común, para atacar de manera cada vez más coordinada y eficaz un fenómeno cuya contención y solución es esencial para el éxito de las políticas nacionales de seguridad.

A esta preocupación por el fenómeno del narcomenudeo se sumó el Congreso de la Unión, donde se dio una pronta respuesta al llamado del Consejo Nacional de Seguridad Pública para legislar en la materia.

Para el gobierno federal, la reforma a la Ley General de Salud, al Código Penal Federal y al Código Federal de Procedimientos Penales significa uno de los mayores y más valiosos esfuerzos para sumar las fuerzas policiales y los órganos de procuración y administración de justicia del país, en esta lucha.

La reforma afina, a nuestro juicio, reglas claras para el reparto de competencias para distinguir el narcomenudeo, de la actividad de narcotráfico.

Hemos examinado con todo cuidado la Minuta como fue aprobada por el Congreso, incluso hemos tenido la oportunidad de dialogar con muchos de los legisladores alrededor de este tema, y vemos en principio un avance extraordinario; pensamos que la Ley es una bocanada de aire fresco, para cubrir la necesidad de ajustar nuestro marco institucional para dar un combate más eficaz.

No obstante, hay algunas disposiciones de esta reforma que resultan preocupantes porque pueden generar confusiones o malas interpretaciones en términos de tolerar o incluso alentar el consumo, lo que no refleja en absoluto la intención del Estado Mexicano al momento de construir estas herramientas de lucha conjunta contra este fenómeno. 

En el gobierno federal pensamos que se puede hacer un trabajo conjunto de corrección y ajuste inmediato para evitar estos riesgos y trabajamos ya en ello con los Diputaos y Senadores.

Sistema de Planeación y Control Policial

Uno de los mayores retos nacionales en materia de seguridad pública es la debilidad institucional que enfrentamos en muchas de las organizaciones de policía del país. El gobierno federal tiene la responsabilidad de diseñar propuestas aterrizadas, para coadyuvar en el desarrollo y fortalecimiento de nuestras policías, para entregar buenas cuentas a los ciudadanos.
El Sistema de Planeación y Control Policial es una herramienta desarrollada en la SSP que nos ayuda a cumplir con este compromiso. Está orientado a la racionalización de los recursos materiales y humanos de las policías locales, por medio de mecanismos que interactúan en un ciclo de trabajo lógico y ordenado. 

En una primera etapa, el sistema diagnostica con precisión y referencia geográfica la problemática delictiva de cada localidad.  A partir de este diagnóstico, presentado como un mapa geodelictivo, se pueden diseñar estratégicamente el despliegue de las fuerzas locales de policía y las acciones de prevención que realizan los Comités de Participación Ciudadana. Estos recursos se concentran en las zonas  más conflictivas, mediante programas, operativos policiales y de prevención enfocados a metas propuestas por anticipado. 

Además de mejorar las acciones de patrullaje y de orientar el trabajo de prevención, el sistema cuenta con procedimientos para dar mayor eficacia a otras áreas fundamentales del trabajo policial, tales como la atención de llamadas de emergencia, el control de personal y el control de confianza. 
El Sistema cuenta, además, con mecanismos de supervisión, que permiten la evaluación y mejora continua de los procesos involucrados en el trabajo policial. 

Con este enfoque se realizó el trabajo de reestructuración de la policía del municipio de Benito Juárez, en Quintana Roo, donde la voluntad, el compromiso y el sólido liderazgo del gobernador y del presidente municipal, sumado al apoyo de la Policía Federal Preventiva, permitieron sacar adelante la situación de crisis que se vivió tras el huracán Wilma y, mucho mejor, se transformó de fondo a la institución policíaca local, con lo que se logró un apoyo y un reconocimiento ciudadano ejemplar. 
El Sistema de Planeación y Control Policial encierra, además, la ventaja de que en la medida en que se adopte de manera creciente en los municipios del país, podremos establecer procedimientos sistemáticos de operación homologados. Con ello, además de fortalecer a las corporaciones locales y disminuir la incidencia delictiva, se facilitará en mucho la coordinación y el aprovechamiento de los recursos de los tres órdenes de gobierno que participamos en el Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Agradezco a todos los gobernadores que han mostrado interés por involucrarse en este proyecto, para impulsarlo en sus respectivos estados. Actualmente ya trabajan con este sistema 32 municipios de 10 estados en todo el país y otros 19 municipios evalúan ya la posibilidad de su adopción. 

Aprovecho esta oportunidad para invitarlos a que se acerquen a la asesoría que podemos brindar para que lo implementen en sus estados. El trabajo que realizamos con las autoridades locales nos ayuda a perfeccionar el sistema, para replicarlo con mejores resultados en otros municipios y así construir un círculo virtuoso en beneficio de la ciudadanía. 

Señores gobernadores,

Los temas que he dejado aquí sobre la mesa son algunos de los asuntos más relevantes del trabajo conjunto que tenemos por delante, y sobre los que la Secretaría de Seguridad Pública quisiera poner el acento.

Nuestro trabajo seguirá apegado a los conceptos rectores en torno de los cuales gira la política nacional de seguridad pública:

En primer término, que una política de Estado en materia de seguridad pública debe ser consecuencia de un principio esencial: ningún poder, y menos aún el de los delincuentes, puede estar por encima del poder del Estado. 

Permitir que se vulnere o cuestione la capacidad del Estado o su determinación pare perseguir y castigar a quienes violan el orden jurídico, sería tanto como permitir la corrosión de los valores que todos estamos obligados a defender como condición de las libertades públicas.

En segundo lugar, el trabajo en materia de seguridad debe partir de la base de que la lucha contra la delincuencia no debe, no puede tener bandera ni color partidista.

Los miembros de esta conferencia lo entienden bien. La seguridad es un tema, que por su gravedad, demanda un esfuerzo que trascienda la coyuntura política y el interés electoral. 
En tercer término, es fundamental que la batalla contra los delincuentes la den hombres limpios. No debe haber espacio para la corrupción en los cuerpos responsables de mantener la seguridad. 

Finalmente, a todas luces resulta evidente que sólo con una coordinación eficaz entre los tres poderes, los tres niveles de gobierno y los ciudadanos, podremos enfrentar el delito.

La seguridad es responsabilidad de todos. Nuestra estructura constitucional determina que el poder supremo de la Federación es uno dividido solamente para su ejercicio; el nuestro es, sobre todo, un sistema de corresponsabilidades.

Me congratulo de los avances que entre todos hemos alcanzado en materia de seguridad, subrayo los enormes desafíos frente a nosotros y me comprometo a redoblar el paso para apoyar de mayor y mejor manera los esfuerzos de todos los estados de la república, en la búsqueda por otorgar a los ciudadanos el México seguro y tranquilo que todos anhelamos.
Muchas gracias
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